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20 de marzo de 2013
I. RESUMEN

1. El 30 de junio de 1999, la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (en adelante la “Comisión” o “CIDH”), recibió una petición presentada por Guillermo Rubén González Herrera, en representación de su padre, el señor Octavio Rubén González Acosta (en adelante “la presunta víctima”). En el reclamó se alegó que la presunta víctima fue detenida el 3 de diciembre de 1975 por agentes del entonces Departamento de Investigaciones de la Policía de la Capital, y que desde ese momento se desconocía su paradero. En consecuencia, se denunció la detención arbitraria, tortura y desaparición forzada de la presunta víctima por parte de agentes estatales. 

2. El 22 de octubre de 2003, la Comisión Interamericana de Derechos Humanos adoptó el Informe de admisibilidad Nº 83/03, en el cual decidió que la petición era admisible respecto de los derechos consagrados en los artículos I (derecho a la libertad y a la vida), XXV (derecho a protección contra la detención arbitraria), XXVI (derecho a proceso regular) de la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre, así como respecto a los derechos estipulados en los artículos 7 (derecho a la libertad personal), 4 (derecho a la vida), 5 (derecho a la integridad personal), 8 (derecho a garantías judiciales) y 25 (derecho a protección judicial) de la Convención Americana sobre Derechos Humanos (en adelante “Convención” o “Convención Americana”), y a la obligación de respetar los derechos a que se refiere el artículo 1.1 de dicho tratado. Se declaró igualmente que la petición era admisible en relación con los artículos I, III y IV de la Convención Interamericana sobre Desaparición Forzada de Personas. 
3. El 5 de agosto de 2011, las partes suscribieron un Acuerdo de Solución Amistosa.

4. En el presente informe de solución amistosa, según lo establecido en el artículo 49 de la Convención y el artículo 40.5 del Reglamento de la Comisión, se efectúa una reseña de los hechos alegados por los peticionarios y de la solución amistosa lograda, con la transcripción del referido acuerdo de solución amistosa, suscrito el 5 de agosto de 2011. Habiendo revisado la conformidad de los compromisos adoptados por las partes y su cumplimiento con los principios de la Convención, la Comisión resuelve aprobar el presente informe, notificar a las partes, hacerlo público e incluirlo en el Informe Anual a la Asamblea General de la Organización de los Estados Americanos (OEA).
II.
TRÁMITE ANTE LA COMISIÓN
5. El 30 de junio de 1999 la Comisión recibió el caso y le asignó el número de caso 12.358.  El 26 de enero de 2001, la CIDH transmitió las partes pertinentes al Estado, otorgándole el plazo de 90 días para que presente la información que considere oportuna, de conformidad con el Reglamento vigente de aquel entonces. Mediante nota del 21 de mayo de 2001, el Estado envió sus observaciones, las mismas que fueron trasladadas a los peticionarios el 25 del mismo mes y año.
6. Con fecha 22 de octubre de 2003, la Comisión aprobó el Informe de admisibilidad Nº 83/03 relativo al presente caso, el cual fue trasladado a las partes mediante nota de la CIDH del 27 de octubre de 2003, en la cual la CIDH además se puso a su disposición para llegar a un acuerdo de solución amistosa. En dicho informe, la CIDH declaró admisible la petición respecto de las presuntas violaciones de los derechos consagrados en los artículos I, XXV y XXVI de la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre; y de los derechos estipulados en los artículos 7, 4, 5, 8 y 25 de la Convención Americana, en relación con las obligaciones derivadas del artículo 1.1 de dicho instrumento internacional; y los derechos establecidos en los artículos I, III y IV de la Convención Interamericana sobre Desaparición Forzada de Personas. 

7. El 18 de diciembre de 2003, los peticionarios presentaron una comunicación a la Comisión, señalando su disposición para iniciar un proceso de solución amistosa con el Estado
. Mediante nota de fecha 5 de abril de 2010, la Comisión le solicitó a los peticionarios sus observaciones sobre el fondo del caso. El 25 de agosto de 2010, los peticionarios reiteraron su disposición para arribar a un acuerdo conciliatorio respecto del presente caso e informaron que en sede interna habían promovido una demanda ordinaria de indemnización por daños y perjuicios contra el Estado. 
8. Por su parte, el Estado, con fecha 19 de octubre de 2010, presentó su disposición de entrar en un proceso de solución amistosa, de lo cual se dio traslado a los peticionarios. Los peticionarios, con fecha 12 de enero de 2011, presentaron sus propuestas respecto al contenido de un posible acuerdo amistoso respecto del presente caso. Con fecha 28 de diciembre de 2010 los peticionarios comunicaron el cambio de representante legal a favor del señor Andrés Ramírez. 
9. Mediante comunicación de fecha 26 de abril de 2011, el Estado presentó información sobre los avances del proceso de solución amistosa. El 5 de agosto de 2011, durante la visita de trabajo a Paraguay del Relator para el país, Comisionado José de Jesús Orozco Henríquez, los peticionarios y los representantes del Estado, firmaron un acuerdo de Solución Amistosa en la ciudad de Asunción. Esta información junto al pedido de homologación fue remitida por el Estado mediante comunicación del 7 de octubre de 2011. La Comisión envió una comunicación a los peticionarios el 24 de octubre de 2011, solicitando sus observaciones al respecto. El 16 de enero de 2012, el señor Andrés Ramírez comunicó el cese de su intervención en carácter de peticionario. El 31 de octubre de 2011, los peticionarios presentaron información adicional.

10. El 5 de junio de 2012, la CIDH solicitó información actualizada a ambas partes. El 5 de julio de 2012, el Estado solicitó una prórroga, la cual fue otorgada por la CIDH. Mediante nota de 28 de junio de 2012, los peticionarios presentaron la información solicitada, de la cual se efectuó su correspondiente traslado. El 29 de agosto de 2012 y el 26 de octubre de 2012, el Estado presentó información actualizada en cuanto al cumplimiento de los compromisos del acuerdo de solución amistosa.
III. LOS HECHOS ALEGADOS
11. Los peticionarios señalaron que Octavio Rubén González Acosta, de profesión carpintero, fue detenido el 3 de diciembre de 1975 por agentes del entonces Departamento de Investigaciones de la Policía de la Capital. Agregaron que el señor González Acosta trabajaba en la Represa de Acaray, en el Distrito de Hernandarias, y que la detención se produjo en su lugar de trabajo, sin que existiera orden judicial previa.

12. Refirieron que para la época de los hechos el señor González Acosta vivía con su esposa, la señora Adela Elvira Herrera de González, y sus hijos, entonces menores de edad, en la Villa San Francisco de la ciudad de Hernandarias.

13. Alegan que luego de su detención la presunta víctima fue conducida a la sede del Departamento de Investigaciones de la Policía, en Asunción, donde varias personas pudieron verlo.

14. Señalaron que la esposa de la presunta víctima, la señora Adela Elvira Herrera de González y los hijos de ambos, entonces menores de edad, también fueron detenidos durante algunos días. Agregan que cuando ella fue liberada concurrió a la sede del Departamento de Investigaciones de la Policía para conversar con su esposo y enterarse de los motivos de su detención, pero las autoridades policiales no le proporcionaron ningún dato cierto acerca del paradero de la presunta víctima.

15. Indicaron que “personas confiables y calificadas que se encontraban detenidas por aquel entonces en el Departamento de Investigaciones aseguran que Octavio Rubén González Acosta fue muerto en tortura por agentes de ese departamento”.

16. Refirieron que en el Juzgado de Primera Instancia en lo Criminal del 7° Turno, Secretaría Nº 14, se tramita un expediente en relación con la desaparición del señor González Acosta. Agregaron que adicionalmente la esposa de la presunta víctima presentó una demanda sobre “presunción de fallecimiento por desaparición forzosa de persona detenida por la Autoridad Pública”, la cual fue resuelta a su favor el 14 de julio de 2005 por el Juzgado de Primera Instancia del Noveno Turno.

17. Asimismo, señalaron que la familia de la presunta víctima promovió una demanda ordinaria por indemnización de daños y perjuicios contra el Estado paraguayo, que a la fecha no habría concluido.

IV. SOLUCIÓN AMISTOSA

18. El 5 de agosto de 2011, los peticionarios y los representantes del Estado de Paraguay suscribieron un acuerdo, en cuyo texto se establece lo siguiente: 

ACUERDO SOLUCIÓN AMISTOSA

CASO N. 12. 358 "OCTAVIO RUBEN GONZALEZ ACOSTA"

PRIMERO: RECONOCIMIENTO DE RESPONSABILIDAD
El Estado paraguayo reconoce la responsabilidad internacional por los actos de detención arbitraria, torturas y desaparición forzada, perpetradas por agentes del Estado en violación de los derechos de la víctima directa, el señor Octavio Rubén González Acosta, así corno de sus familiares: su esposa, señora Adela Elvira Herrera de González, y sus hijos Guillermo y Mariano González, consagrados en los Artículos I, XXV y XXVI de la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre; de los artículos 7, 5, 4, 8, 25 y 1 (1) de la Convención Americana de [sic] Derechos Humanos (CADH) y de los artículos I, III y IV de la Convención Interamericana sobre Desaparición Forzada de Personas. 

SEGUNDO: ACTO PÚBLICO DE RECONOCIMIENTO
El Estado paraguayo se compromete a realizar un acto público de reconocimiento de responsabilidad por la desaparición forzada del Señor Octavio Rubén González Acosta y pedir disculpas públicas a sus familiares. Este acto deberá realizarse en presencia de los familiares de la víctima y de altas autoridades del Estado en el transcurso del año 2O11.

TERCERO: GARANTÍAS DE NO REPETICIÓN

En ese sentido, el Estado paraguayo se compromete a impulsar en el fuero penal, la investigación de los hechos que generaron las violaciones del presente caso, identificar, juzgar y si se hallaren culpables, sancionar.

CUARTO: MEDIDAS DE ASISTENCIA PRIMARIA E INTEGRAL DE SALUD
El. Estado se compromete a brindar sin costo alguno y por medio de los servicios nacionales de salud, el tratamiento adecuado que requieran los familiares identificados en el punto I del presente acuerdo, previa manifestación de su consentimiento para estos efectos a partir de la firma del Acuerdo de Solución Amistosa, y por el tiempo que sea necesario, incluida la provisión gratuita de medicamentos disponibles en el Ministerio de Salud Pública y Bienestar Social, y de conformidad con la normativa administrativa que sea dictada para casos de violaciones de derechos humanos. 

QUINTO: REPARACIÓN PECUNIARIA
El Estado, a través de la Procuraduría General de la República, asume el compromiso de desistir de la excepción de prescripción presentada en la demanda "Adela Elvira Herrera González y otros c/ Estado Paraguayo s/ Indemnización de daños y perjuicios por responsabilidad extracontractual", tramitada por ante el Juzgado de Primera Instancia en lo Civil y Comercial del 10º Turno de la ciudad de Asunción; allanándose a los hechos denunciados, dejando al arbitrio del Juzgado la cuantificación de la indemnización reclamada. 

SEXTO: OTRAS MEDIDAS DE REPARACIÓN
El Estado paraguayo asume la responsabilidad de realizar un reconocimiento histórico de la vigencia del Partido Comunista Paraguayo, con anterioridad al golpe del Estado del 2 y 3 de febrero de 1989, en el que se contemple la memoria de la víctima directa y de los ciudadanos y ciudadanas miembros de esta agrupación. 

SÉPTIMO: PUBLICACIÓN
El Estado se compromete a publicar en la Gaceta Oficial y en los sitios web oficiales del Ministerio de Relaciones Exteriores y Presidencia de la República los términos del presente Acuerdo de Solución Amistosa. 

OCTAVO: INTERPRETACIÓN
El sentido y alcance del presente Acuerdo se interpretan de conformidad a los artículos 29y 30 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, en lo que sea pertinente y al principio de buena fe. En caso de duda o desavenencia entre las partes sobre el decidirá la Comisión Interamericana de Derechos Humanos. 

NOVENO: HOMOLOGACIÓN Y SEGUIMIENTO
Las partes le solicitan a la Comisión Interamericana de Derechos Humanos la homologación del presente acuerdo y su seguimiento. 

Las partes entienden que el incumplimiento de uno o más puntos del presente Acuerdo habilita a los peticionarios a continuar con la tramitación del caso en el Sistema Interamericano de Protección de los Derechos Humanos hasta su total conclusión. 

Lo anterior no obsta a que los peticionarios puedan considerar favorablemente alguna solicitud de prórroga para el cumplimiento de una o más obligaciones comprometidas.

Suscripto en tres ejemplares, en la ciudad de Asunción, a los cinco días del mes de agosto de dos mil once.


V.
DETERMINACIÓN DE COMPATIBILIDAD Y CUMPLIMIENTO

19. La CIDH reitera que de acuerdo con los artículos 48.1.f y 49 de la Convención, este procedimiento tiene como fin “llegar a una solución amistosa del asunto fundada en el respeto a los derechos humanos reconocidos en la Convención”. La aceptación de llevar a cabo este trámite expresa la buena fe del Estado para cumplir con los propósitos y objetivos de la Convención en virtud del principio pacta sunt servanda, por el cual los Estados deben cumplir de buena fe las obligaciones asumidas en los tratados. También desea reiterar que el procedimiento de solución amistosa contemplado en la Convención permite la terminación de los casos individuales en forma no contenciosa, y ha demostrado, en casos relativos a diversos países, ofrecer un vehículo importante de solución, que puede ser utilizado por ambas partes.

20. La Comisión Interamericana ha seguido de cerca el desarrollo de la solución amistosa lograda en el presente caso y valora altamente los esfuerzos desplegados por ambas partes para alcanzar esta solución que resulta compatible con el objeto y fin de la Convención. En especial, la CIDH valora, que en el acuerdo suscrito por las partes el 5 de agosto de 2011, el Estado de Paraguay reconoció su responsabilidad internacional “por los actos de detención arbitraria, torturas y desaparición forzada, perpetradas por agentes del Estado en violación de los derechos de la víctima directa, el señor Octavio Rubén González Acosta, así corno de sus familiares: su esposa, señora Adela Elvira Herrera de González, y sus hijos Guillermo y Mariano González, consagrados en los artículos I, XXV y XXVI de la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre; de los artículos 7, 5, 4, 8, 25 y 1 (1) de la Convención Americana de [sic] Derechos Humanos (CADH) y de los artículos I, III y IV de la Convención Interamericana sobre Desaparición Forzada de Personas”. Asimismo, valora en forma especial las medidas de reparación acordadas y los compromisos asumidos por el Estado al respecto.
21. En relación al cumplimiento de los puntos del acuerdo, la CIDH observa que mediante comunicación de 29 de agosto de 2011, el Estado informó que:
· Respecto de la primera y segunda cláusula: ha dado cumplimiento a las mismas con la realización del Acta Publico de Reconocimiento de Responsabilidad, el cual tuvo lugar en el Salón de Acres de la Cancillería Nacional el 20 de marzo de 2012, con la presencia de autoridades nacionales, familiares de la victima e invitados especiales.
· Respecto de la tercera cláusula: el Ministerio Público se había comprometido a remitir informes y antecedentes con relación a la causa abierta respecto del presente caso. 
· Respecto a la cuarta cláusula: el Ministerio do Salud Pública y Bienestar Social ha informado que los familiares de la víctima se encuentra realizando consultas médicas en la XVIII Región Sanitaria, y que se les proveen los medicamentos necesarios. 
· Respecto a la quinta cláusula: el 19 de agosto de 2011, el Estado paraguayo presentó el escrito de desistimiento de la Excepción de Prescripción opuesta como de previo y especial pronunciamiento en los autos caratulados: "ADELA ELVIRA HERRERA DE GONZALEZ Y OTROS c/ ESTADO PARAGUAYO s/ DAÑOS Y PERJUICIOS POR RESPONSABILIDAD EXTRACONTRACTUAL/ INDEMNIZACION DE DAR O MORAL". Indicó precisamente que, dicho desistimiento luego de los trámites procesales pertinentes fue resuelto por el Tribunal de Apelación en lo Civil y Comercial, Tercera Sala a través del A.l. N° 196 del 9 de abril de 2012. Indicó que su parte resolutiva señala textualmente: "TENER por desistido al Estado Paraguayo de la Excepción de Prescripción opuesta como de previo y especial pronunciamiento. IMPONER las costas en el desistimiento a la demandada y recurrente de conformidad a los dispuesto en el Art. 197 del Código Procesal Civil”.  Mediante comunicación de 26 de octubre de 2012, el Estado agregó que había formulado un recurso de apelación parcial contra el apartado A.l. N° 196 del 9 de abril de 2012. Indica que si bien la resolución le resultó favorable al Estado, interpuso recurso con respecto a la interposición de costas, el cual indica resultó denegado el 25 de abril de 2012.

Por lo cual precisa que, en cumplimiento de la quinta cláusula, se contestó la demanda incoada y el Estado se allanó a los hechos denunciados dejando al arbitrio del Juzgado la cuantificación de la indemnización.
· Respecto de la sexta cláusula: se ha dado cumplimiento con una mención expresa sobre la vigencia del Partido Comunista, efectuada en el marco del Acto Publico de Reconocimiento, el 20 do marzo del 2012.
· Respecto de la séptima cláusula: se han efectuado publicaciones en la Gaceta oficial y el sitio Web del Ministerio de Relaciones Exteriores.
22. Mediante comunicación de junio de 2012, los peticionarios informaron que si bien el Estado paraguayo había logrado la revocación de la resolución del Juzgado de Primera instancia que había denegado la excepción de prescripción planteada por el mismo, con lo cual el juzgado reafirmó la imprescriptibilidad de los crímenes de guerra y de lesa humanidad, de conformidad a la Constitución Nacional y los Tratados internacionales. No obstante lo cual, también indicaron que el Estado paraguayo había posteriormente interpuesto un recurso de apelación contra la misma, el cual indican, fue denegado in límine por improcedente, conforme al A.I. No 249 del 25 de abril de 2012 del Tribunal de apelación. Señalan que el expediente fue remitido a primera instancia para la prosecución de su trámite.

23. La Comisión reitera que valora altamente los esfuerzos desplegados por las partes para lograr esta solución y declara que la misma resulta compatible con el objeto y fin de la Convención. 

24. La Comisión continuará dando seguimiento al cumplimiento de los compromisos contenidos en el acuerdo de solución amistosa, en particular en referencia a los avances en la investigación penal relacionada con los hechos del caso, como garantía de no repetición (tercera cláusula); y a la reparación pecuniaria (quinta cláusula), tramitada ante el Juzgado de Primera Instancia en lo Civil y Comercial del 10º Turno de la ciudad de Asunción; en el entendido de que implica el allanamiento del Estado a los hechos denunciados, dejando al arbitrio del Juzgado la cuantificación de la indemnización reclamada. Asimismo, se efectuará seguimiento a las medidas de asistencia primaria e integral de la salud (cuarta cláusula).

VI.
CONCLUSIONES

25. Con base en las consideraciones que anteceden y en virtud del procedimiento previsto en los artículos 48.1.f y 49 de la Convención Americana, la Comisión desea reiterar su profundo aprecio por los esfuerzos realizados por las partes y su satisfacción por el logro de una solución amistosa en el presente caso, fundada en el objeto y fin de la Convención Americana.

26. En virtud de las consideraciones y conclusiones expuestas en este Informe, 

LA COMISIÓN INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS

DECIDE:

1.
Aprobar los términos del acuerdo de solución amistosa firmado por las partes el 5 de agosto de 2011.

 

2.
Instar al Estado a tomar las medidas necesarias para cumplir con los compromisos pendientes. 

3.
Continuar con la supervisión del cumplimiento de las cláusulas tercer, cuarta y quinta del acuerdo de solución amistosa suscrito y, con tal finalidad, recordar a las partes su compromiso de informar periódicamente a la CIDH sobre su cumplimiento. 

4.
Hacer público el presente informe e incluirlo en su Informe Anual a la Asamblea General de la OEA.

Dado y firmado en la ciudad de Washington, D.C., a los 20 días del mes de marzo de 2013.  (Firmado): José de Jesús Orozco Henríquez, Presidente; Tracy Robinson, Primera Vicepresidenta; Felipe González, Rodrigo Escobar Gil, y Rose-Marie Belle Antoine, Miembros de la Comisión. 
� La Comisionada Rosa María Ortiz, de nacionalidad paraguaya, no participó en las deliberaciones ni en la decisión de la presente petición, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 17 (2) (a) del Reglamento de la Comisión.


� El 1 de agosto de 2006;  25 de enero y 7 de julio de 2007 y el 6 de julio de 2010, los peticionarios solicitaron información sobre el estado del trámite ante la CIDH. La Comisión, dado que no contó con información respecto a la apertura de una negociación entre las partes hacia una solución amistosa, con fecha 18 de septiembre de 2007, 10 de septiembre de 2008 y 31 de agosto de 2010 informó a los peticionarios que la petición se encontraba en etapa de fondo.
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